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7.1 NORMA ACUSADA  

 7.2. PROBLEMA 
JURÍDICO CENTRAL  

Corresponde a la Sala establecer si la Alcaldía del Distrito de Santa Marta 
vulneró el derecho fundamental al debido proceso de la sociedad R&T, al 
proferir la Resolución Nº. 039 de 2012, mediante la cual inició la actuación 
administrativa tendiente a revisar la legalidad del contrato N° 092 de 2002. 

7.3. ARGUMENTOS 
DE LA CORTE 

 2.3.3. Entre los elementos más importantes del debido proceso, esta 
Corte ha destacado: “(i) la garantía de acceso a la justicia en libertad e 
igualdad de condiciones; (ii) la garantía de juez natural; (iii) las garantías 
inherentes a la legítima defensa; (iv) la determinación y aplicación de 
trámites y plazos razonables; (v) la garantía de imparcialidad; entre otras 
garantías”. 
 
2.3.4. Específicamente en materia administrativa, la jurisprudencia de 
esta Corte ha establecido que los principios generales que informan el 
derecho fundamental al debido proceso, se aplican igualmente a todas las 
actuaciones administrativas que desarrolle la administración pública en el 
cumplimiento de sus funciones y en la realización de sus objetivos y fines, 
de manera que se garanticen “los derechos de defensa, de contradicción, 
de controversia de las pruebas y de publicidad, así como los principios de 
legalidad, de competencia y de correcta motivación de los actos, entre 
otros, que conforman la noción de debido proceso. (…) De esta manera, el 
debido proceso administrativo se ha definido como la regulación jurídica 



que de manera previa limita los poderes del Estado y establece las 
garantías de protección a los derechos de los administrados, de modo que 
ninguna de las actuaciones de las autoridades públicas dependa de su 
propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas siempre a los 
procedimientos señalados en la ley” 
La Sala extrae estas conclusiones:(i) el derecho al debido proceso 
administrativo es de rango constitucional, porque se encuentra 
consagrado en el artículo 29 superior; (ii) este derecho involucra principios 
y garantías como el principio de legalidad, el de competencia, el de 
publicidad, y los derechos de defensa, contradicción y controversia 
probatoria, así como el derecho de impugnación; (iii) por lo tanto, el 
derecho al debido proceso administrativo no existe solamente para 
impugnar una decisión de la Administración, sino que se extiende durante 
toda la actuación administrativa que se surte para expedirla y 
posteriormente en el momento de su comunicación e impugnación, y (iv) 
el debido proceso administrativo debe responder no sólo a las garantías 
estrictamente procesales, sino también a la efectividad de los principios 
que informan el ejercicio de la función pública, como lo son los de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad . 
Ahora bien, nótese que en su interpretación del derecho fundamental al 
debido proceso administrativo, reconocido en el artículo 29 de la 
Constitución Política de Colombia, la Corte Constitucional ha considerado 
que “pueden presentarse situaciones en las cuales los servidores públicos 
ejercen sus atribuciones separándose totalmente del ordenamiento 
jurídico, en abierta contradicción con él, de tal forma que se aplica la 
voluntad subjetiva de tales servidores y, como consecuencia, bajo la 
apariencia de actos estatales, se configura materialmente una 
arbitrariedad, denominada vía de hecho” . En tales casos, la Corte 
excepcionalmente ha admitido la procedencia de la acción de tutela, 
cuando se advierte o bien la inminencia de un perjuicio irremediable o la 
falta de idoneidad de los otros mecanismos judiciales de defensa. 
2.4.3. El derecho de defensa como manifestación del derecho al debido 
proceso, comprende las siguientes garantías: a) el derecho a que se 
notifiquen los actos expedidos en el marco del proceso de que se trate; b) 
el derecho de presentar y solicitar pruebas; c) el derecho a controvertir las 
pruebas que se presenten en contra; d) el derecho a que las actuaciones 
sean públicas; e) el derecho a impugnar las decisiones adoptadas en el 
marco del proceso, entre otras. Por tanto, las autoridades que adelantan 
las actuaciones judiciales y administrativas tienen un doble deber en 
relación con el derecho de defensa: “(i) poner en conocimiento de los 
interesados las decisiones que adoptan, con el fin que estos puedan 
ejercer la facultad constitucional de oponerse a ellas y, de manera general, 
controvertir tanto su contenido como las condiciones sustantivas y 
procesales para su promulgación, y (ii) garantizar la concurrencia en el 
trámite de espacios adecuados y suficientes para el ejercicio de dicha 
facultad de controversia” . 



La garantía del derecho al debido proceso implica que los actos 
administrativos en general contengan un mínimo de motivación que 
permita el ejercicio del derecho al acceso a la justicia, a fin de ser 
controvertidos, y cuando se trata del uso de facultades discrecionales, no 
es que no se deban motivar los actos administrativos, sino que ésta se 
limita a que al menos sumariamente se manifieste la adecuación de los 
fines de la norma que autorizó la facultad con los hechos que le sirven de 
causa para su aplicación. 
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LINEA 
JURISPRUDENCIAL 

En conclusión, la garantía del derecho al debido proceso implica que los 
actos administrativos en general contengan un mínimo de motivación que 
permita el ejercicio del derecho al acceso a la justicia, a fin de ser 
controvertidos, y cuando se trata del uso de facultades discrecionales, no 
es que no se deban motivar los actos administrativos, sino que ésta se 
limita a que al menos sumariamente se manifieste la adecuación de los 
fines de la norma que autorizó la facultad con los hechos que le sirven de 
causa para su aplicación. 

9. SI HUBO 
SALVAMENTOS DE 
VOTO, ESTE ES EL 
ARGUMENTO: 

 NO APLICA. 

 


